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Pereira, veintiuno (21) de abril de dos mil diecisiete (2017).
                                                                 Acta de Aprobación N° 350
                                                 Hora: 2:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del representante legal de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por el señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor LARGO UCHIMA, se pueden sintetizar así: (i) en mayo 10 de 2016 sufrió un accidente de trabajo que le causó la ruptura de meniscos y ligamentos, lo cual fue reportado por su empleador y por lo cual ha estado incapacitado desde mayo 25 de 2016, cuyos 180 primeros días le fueron cubiertos por el empleador y a partir del día 181 en adelante por la ARL, que le ha sufragado dos incapacidades; (ii) en enero 26 de 2017 POSITIVA ARL le notificó la determinación del origen del accidente, el cual catalogó como de índole común, por lo cual interpuso recurso de apelación; (iii) la última incapacidad generada de enero 17 a  febrero 17 de 2017 la radicó ante POSITIVA, pero le fue negado su pago con el argumento que por tratarse de enfermedad común no la sufragarían, pese a que no se ha establecido el origen de la misma, a raíz de la apelación presentada, por lo cual le corresponde cancelarla, así como aquellas que a futuro se le generen; (iv) en diciembre 19 de 2016 el especialista dispuso la práctica de diversos exámenes y una  cirugía de rodilla, lo que también negó la ARL al aducir que se trataba de una enfermedad degenerativa y no producto del accidente laboral; (v) aunque el galeno desde enero 17 de 2017 le dio la orden para la calificación de pérdida de capacidad para trabajar, no ha sido atendido por la ARL POSITIVA, y (vi) es una persona de escasos recursos, carece de bienes e ingresos para llevar una vida digna, por lo que requiere con urgencia el pago de dicha incapacidad para la subsistencia de su compañera y una hija menor de edad, ya que adeuda cuotas por concepto del préstamo de vivienda, servicios públicos y transporte del colegio de su descendente, a raíz de la vulneración de sus derechos.

Pide se protejan sus derechos al mínimo vital y seguridad social y por ende se le ordene a la ARL POSITIVA: (i) que pague la incapacidad ya generada y sufrague oportunamente las que se generen posteriormente; (ii) que autorice los servicios médicos, práctica de exámenes y cirugía que necesita, y (iii) que autorice la calificación de la pérdida de su capacidad laboral.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a POSITIVA ARL y vinculó oficiosamente a CAFESALUD EPS, COLPENSIONES y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quienes dieron respuesta al trámite así:
- La apoderada del Representante de POSITIVA ARL, informa lo siguiente: (i) la entidad pudo establecer mediante dictamen 1485990 de enero 21 de 2017 que el evento presentado por el señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA es de origen común, el cual apeló y se remitió a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para resolver la controversia; (ii) respecto a la autorización de los procedimientos, las patologías que ostenta no son derivadas del accidente de trabajo y debe solicitarlas a la EPS CAFESALUD a la que está afiliado, máxime que no procede otra calificación de pérdida de capacidad laboral porque ya se hizo; (iii)  no es procedente el pago de la incapacidad reclamada, al corresponder a enfermedades que no son derivadas de un accidente de trabajo, y por ende debe pedir lo pertinente ante la EPS hasta el día 180 o a partir del día 181 al fondo de pensiones donde está vinculado; (iv)  la ARL no está legitimada para actuar por pasiva, siendo la EPS SURA (sic) la llamada a  otorgar todas las prestaciones que exige el actor a causa del accidente calificado como de origen común, y (v)  pide se declare improcedente la acción al no vulnerar derechos fundamentales y en consecuencia se ordene el archivo del trámite y su desvinculación del mismo, para que sea la EPS CAFESALUD la que responda por dicha vulneración.
- La Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES luego de hacer alusión a la normativa de riesgos laborales -Ley 1562/02-, en lo relativo al pago de incapacidades, así como jurisprudencia constitucional sobre el tema, indica que los subsidios de índole laboral le competen a las ARL, configurándose para ellas tal obligación, siendo dicha entidad la que resuelva la petición reclamada y restituya los derechos presuntamente amenazados.  Pide su desvinculación de este asunto por falta de legitimación por pasiva.

- El apoderado  judicial de CAFESALUD,  informa que al paciente se le han brindado todos y cada uno de los servicios ordenados y a partir de octubre 18 de 2016 tiene incapacidades por accidente de trabajo, las cuales tienen reconocimiento de la ARL, y por ende es la responsable del pago de las prestaciones económicas que se le generen, así como la atención médica y rehabilitación de los trabajadores que se accidenten o enfermen por causas propias de su trabajo, como se establece en la cartilla de riesgos laborales del Ministerio del Trabajo; estima que dicha EPS no es la persona jurídica llamada a responder, máxime que en este caso no existe vulneración de derechos y garantías fundamentales, toda vez que no es la competente para resolver el pedimento del actor. Pide se desvincule a CAFESALUD del trámite por falta de legitimación por pasiva.
- El representante legal de la Junta Regional de Calificación de Invalidez,  expresa que la acción constitucional versa sobre el reconocimiento y pago de incapacidades y práctica de procedimientos médicos, respecto de lo cual carece de legitimación para reconocer las mismas, por lo cual no se ha infringido o vulnerado los derechos fundamentales del actor, y en consecuencia pide se desvincule de esta tutela.

3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira mediante fallo de marzo 24 de 2017 decidió tutelar los derechos fundamentales a la salud, vida en condiciones dignas, seguridad social y mínimo vital del señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA, y en ese sentido ordenó a la ARL POSITIVA: (i) que preste la atención asistencial y económica que requiera el accionante por la patología de “esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado –anterior, posterior- de la rodilla”;  (ii) dentro de  las 48 horas siguientes autorice y programe los procedimientos y exámenes denominados “artroscopia con remodelación meniscal medial lateral + condroplastia + sinovectomía, hemograma completo, glicemia y TPT”, y así mismo se realice la calificación de pérdida de capacidad laboral”; (iii) que en igual plazo, reconozca y pague al actor la incapacidad otorgada desde enero 17 a febrero 17 de 2017 y las que a futuro se causen; (iv) que en dicho lapso remita a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez los documentos necesarios para proceder a resolver la inconformidad presentada por el actor frente al dictamen para determinar el origen del accidente elaborado por la ARL; aclaró también que lo definido en dicha sentencia es provisional, pues si con posterioridad se define la calificación del origen de dicha patología como común, la ARL puede repetir contra la EPS o administradora de pensiones a las que está afiliado el accionante.  Así mismo le ordenó a la Junta Regional de Calificación que una vez les sea allegada la documentación pertinente, resuelvan la apelación formulada frente al referido dictamen, e igualmente dispuso la desvinculación del trámite de CAFESALUD EPS y COLPENSIONES.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del plazo oportuno la apoderada del representante legal de POSITIVA ARL allegó memorial en similares términos a los señalados al momento de responder la acción constitucional, salvo lo relacionado con la orden dada para remitir el expediente a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, respecto de lo cual adujo que el caso actualmente se encuentra en controversia ante la Junta Regional, a la cual ya se envió toda la documentación para lo pertinente y se realizó el pago de los honorarios.  Pide por lo tanto que se revoque el fallo de tutela para que sea la NUEVA EPS (sic) la que responda por los gastos que incurra en la atención del actor, el tratamiento médico integral, más los traslados, por tratarse de una patología calificada como de origen común.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales del accionante LUIS FELIPE LARGO UCHIMA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, o por el contrario modificándola o revocándola como lo pide la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el tema bajo estudio la juez de primera instancia observó que en este caso se vulneraba al accionante LARGO UCHIMA el derecho a la salud, vida en condiciones dignas, seguridad social y mínimo vital, lo que la llevó a ordenar a la ARL POSITIVA que además de autorizarle los exámenes y procedimientos requeridos por el mismo autorice, le pague la incapacidad pertinente así como aquellas que se le otorguen a futuro, e igualmente se remita el expediente ante la Junta de Calificación para que se resuelva la apelación presentada frente al dictamen de la ARL que calificó el accidente como de origen común.

La jurisprudencia tiene sentado que la acción de tutela procede cuando: “(i) no existan otros medios de defensa judiciales para la protección del derecho amenazado o desconocido; cuando (ii) existiendo esos mecanismos, estos no sean eficaces o idóneos para salvaguardar los derechos fundamentales en el marco del caso concreto, evento en que la tutela desplaza el medio ordinario de defensa; o cuando (iii) sea imprescindible la intervención del juez constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable (art. 86, C.P.), hipótesis en la cual el amparo opera, en principio, como mecanismo transitorio de protección
”.
. Bajo ese entendido se estima que al considerarse que los medios ordinarios que tiene el accionante para procurar la atención asistencial no son los más eficaces, e igualmente por encontrarse incapacitado para laborar desde mayo 25 de 2016 lo que afecta su mínimo vital al carecer de otros medios de subsistencia para él y su núcleo familiar, por lo que el beneficio económico se constituye en su única fuente de ingresos, lo cual no fue desvirtuado por las accionadas, se hacía necesaria la intervención del juez de tutela en procura de salvaguardar los derechos vulnerados, como desde otrora lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
, pues no obstante la existencia de otras vías judiciales por las cuales se pueden reclamar las acreencias laborales, el no pago oportuno de las mismas vulnera derechos fundamentales del actor y en consecuencia se legitima al juez constitucional para pronunciarse sobre la materia con el fin de prevenir la comisión de un perjuicio irremediable al que se vería sometido el asalariado y su núcleo familiar.
Ahora bien, el quid del asunto y lo que motivó a la A.R.L. a impugnar la decisión de primera instancia obedece al hecho de considerar que dicha entidad no es la comprometida al pago de las incapacidades ni a los servicios de salud del  actor por cuanto la misma realizó el dictamen por medio del cual se estableció que el origen de las patologías del señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA, es de índole común y, por consiguiente, las obligadas a la prestación exigida son la EPS CAFESALUD y COLPENSIONES, a los cuales se encuentra afiliado el actor.

Del estudio de la actuación se aprecia que el percance que sufrió el señor LUIS FELIPE LARGO, al parecer tuvo ocurrencia en  mayo 10 de 2016 cuando ejercía sus labores en el interior del Condominio “Las Lomas” de esta capital, y de tal situación solo se le tuvo conocimiento por parte de la ARL POSITIVA dos meses después, esto es, en julio 25 de 2016, al efectuarse por parte de su empleador la novedad respectiva
, toda vez que en esa oportunidad fue en la que éste se percató de ello, según lo  consignado en el informe de dictamen realizado por la Vicepresidencia Técnica de la ARL
.

Y tal circunstancia implicó que en principio la atención médica, así como el pago de las incapacidades que se le generaron al señor LARGO UCHIMA estuvieran a cargo de la EPS CAFESALUD, como así lo refiere el mismo en su escrito de tutela y se evidencia de la información aportada por dicha EPS
, quienes según el actor cubrieron dicha contingencia durante los primeros 180 días, y a partir de allí la ARL POSITIVA le canceló dos meses de incapacidades, encontrándose pendiente de pago la comprendida entre el período de enero 17 a febrero 17 de 2017, la cual negó amén del primer dictamen que le fuera practicado en enero 21 de 2017 por parte del grupo interdisciplinario de la ARL, donde se estableció que el origen de las patologías que presenta es de índole común. Esa situación motivó al actor a interponer el recurso de apelación, para que fuera la Junta Regional de Calificación de Invalidez la que disponga lo pertinente, pero hasta la fecha ello no se ha concretado, o por lo menos se desconoce en este momento procesal. 

En relación con la decisión proferida por parte de la ARL se planteó una controversia en relación con cuál entidad debe ser la encargada de continuar con los servicios médicos y pago de los auxilios monetarios a que tiene derecho el señor LARGO UCHIMA, porque a raíz del dictamen efectuado por POSITIVA se determinó que las patologías que tiene el actor son de índole común, y en consecuencia sería la EPS  CAFESALUD o COLPENSIONES los obligados a su prestación, en tanto estas últimas, como se desprende de lo comunicado en sede de tutela, estiman que es la ARL la encargada de cumplir.

De conformidad con lo reglado en el artículo 12 del Decreto Ley 1295 de 1994
, la calificación del origen de la enfermedad corresponde, en un primer momento, a las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral
, pero cuando éstas no se ponen de acuerdo en torno al régimen aplicable al caso concreto y la consecuente identificación de los sujetos encargados de responder por las prestaciones garantizadas en el sistema, la norma dispone que deberá surtirse el trámite reglado en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, el cual establece que: ”En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales”.  

En el caso sometido a estudio de esta Corporación se evidencia que la primera calificación del origen de la enfermedad o el accidente fue realizado en enero 21 de 2017 por parte de la ARL POSITIVA, y lo que se aprecia es que frente a lo allí decidido en cuanto catalogó la patología sufrida por el señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA como de índole común, generó la inconformidad por parte del mismo quien interpuso recurso de apelación para que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda resolviera lo pertinente, lo que, se repite, a la fecha aún está pendiente de definición.
En relación con la situación planteada por la ARL recurrente, y para establecer qué entidad es la que en efecto debe proceder a realizar el pago de las incapacidades temporales que le han sido concedidas al señor LARGO UCHIMA, se hace necesario traer en extenso decisión de la Corte Constitucional, como autoridad que frente al tema indicó:

“En el caso de las incapacidades temporales, a pesar de que el primer dictamen se encuentre bajo revisión de alguna de las juntas de calificación, la entidad a la que le correspondió el pago de las prestaciones económicas en primera instancia deberá continuar sufragando el costo de las mismas. En este sentido, el parágrafo 3 del artículo 5 de la Ley 1562 de 2012 dispone que: 

“El pago de la incapacidad temporal será asumido por las Entidades Promotoras de Salud, en caso de que la calificación de origen en la primera oportunidad sea común; o por la Administradora de Riesgos Laborales en caso de que la calificación del origen en primera oportunidad sea laboral y si existiese controversia continuarán cubriendo dicha incapacidad temporal de esta manera hasta que exista un dictamen en firme por parte de la Junta Regional o Nacional si se apela a esta, cuando el pago corresponda a la Administradora de Riesgos Laborales y esté en controversia, esta pagará el mismo porcentaje estipulado por la normatividad vigente para el régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, una vez el dictamen esté en firme podrán entre ellas realizarse los respectivos rembolsos y la ARP reconocerá al trabajador la diferencia en caso de que el dictamen en firme indique que correspondía a origen laboral”.
[…]
En este orden de ideas, la primera calificación del origen de la enfermedad será la que determinará quién es el responsable del pago de las incapacidades hasta que la misma sea revisada o modificada por la entidad, junta médica o autoridad judicial correspondiente, quedando el pago de estas prestaciones a cargo de las Administradoras de Riesgos Laborales en los casos de enfermedades o accidentes de origen laboral y en cabeza de la Entidades Promotoras de Salud y las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando las afectaciones a la salud del trabajador tengan un origen común. […]” 
 -negrillas de la Sala-

Y en el mismo fallo la Corte refirió lo siguiente: 

“[…] ante la posibilidad de que los afiliados se vieran en riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, la jurisprudencia de este Tribunal ha reconocido la posibilidad de que el juez de tutela señale un responsable provisional a cargo de estas prestaciones. En todo caso, dicha determinación deberá hacerse de acuerdo a los criterios establecidos en las normas aplicables sin que esto signifique que la persona (natural o jurídica) declarada responsable no pueda repetir posteriormente en contra de quien considera que deben estar a cargo las obligaciones que le fueron impuestas: 

“[L]a tutela debe ser resuelta con una definición provisional acerca del sujeto que en principio está obligado al pago de las referidas incapacidades. Pero, la definición que al respecto pueda dar el juez de tutela en nada determina el verdadero y real origen que, de acuerdo con la ley y los reglamentos correspondientes, tienen la enfermedad o el accidente sufrido por el tutelante. Si alguna provisión se adopta en ese sentido, está justificada porque del pago de las incapacidades depende la garantía del mínimo vital del peticionario y de su familia. […]”.
 

Por su parte, haciendo referencia a la precitada sentencia, la Corte se refirió más recientemente a los casos en que hay discusión sobre el responsable de asumir las prestaciones asistenciales y económicas del sistema a pesar de existir certeza sobre el hecho de que el afiliado tiene derecho a recibirlas: 

“[C]uando no se sabe quién es el responsable de cubrir determinadas incapacidades laborales, pero se tiene certeza que alguien debe pagarlas, o de lo contrario se le ocasionaría al trabajador una afectación inconstitucional en su derecho al mínimo vital, el juez de tutela debe obrar con la misma prontitud y señalar un responsable provisional del cumplimiento de esta obligación para efectos de conjurar la amenaza o hacer cesar la violación fundamental. En todo caso, se dejará a salvo para este último la facultad de repetir contra quien crea que es el verdadero obligado, de acuerdo con la ley y los reglamentos correspondientes”.

En consideración a la jurisprudencia citada, el juez de tutela no puede dejar desprotegido al afiliado que por las disputas entre las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral se ve negado del pago de las incapacidades que le han sido prescritas y a las que tiene derecho. Por tanto, es el deber de esta autoridad constitucional designar un responsable provisional con el fin de que se garanticen los derechos fundamentales de los afiliados máxime cuando estos se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y son más propensos, por su estado de salud y condición económica, a sufrir un perjuicio irremediable.
Con todo […] el régimen de responsabilidad en materia de seguridad social que acaba de mencionarse es claro en cuanto a que debe prevalecer la calificación original de la enfermedad hasta tanto esta no haya sido modificada, estando el pago de las incapacidades a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Riesgos Laborales en caso de que la afectación a la salud haya sido calificada como de origen laboral y a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Salud y el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones cuando esta sea de origen común. 

En otras palabras, el pago de las incapacidades deberá ser asumido por las Administradoras de Riesgos Laborales en el primer caso y por las Entidades Promotoras de Salud y las Administradoras de Fondos de Pensiones en el segundo, no siendo posible que estas se sustraigan de sus obligaciones bajo el argumento de que la calificación del origen del accidente o la enfermedad se encuentra en discusión […]”. -negrillas de la Sala-
En el caso concreto la controversia aún no ha sido zanjada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, toda vez que por parte de la ARL no le fue entregado en su oportunidad la totalidad de los documentos requeridos para el estudio del caso, en especial el “Informe de Investigación sobre el accidente”, sin lo cual se entendería desistida la solicitud de calificación.

No obstante lo anterior, y en aplicación de la jurisprudencia en cita, debe determinarse de manera provisional cuál es la entidad responsable, no solo por las incapacidades que le fueron otorgadas al señor LARGO UCHIMA, así como aquellas que con posterioridad le sean concedidas, sino también la entidad que debe garantizar la práctica de los exámenes y procedimientos ordenados por el especialista tratante, amén de sus dolencias.

Y de conformidad con lo obrante, la ARL POSITIVA ya se emitió un primer dictamen por medio del cual se señaló que la afectación del señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA es de origen común, aunque actualmente se encuentra en discusión amén de la apelación que interpuso; pero aun así, considera la Sala que el pago de las subsidios económicos del mismo corresponden en la actualidad al fondo de pensiones al cual está vinculado, esto es, a COLPENSIONES, toda vez que al haber superado los primeros 180 días de incapacidad que están a cargo de la EPS, recae en dicho fondo el cubrimiento de tal prestación, prorrogable hasta por 360 días más, es decir, hasta el día 540 -con posterioridad a éste, dicho compromiso retornará a la EPS CAFESALUD, quien podrá perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto, ante la entidad administradora de los recursos del sistema general de seguridad social en salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015-
. Tal obligación se mantendrá vigente siempre y cuando por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez se determine que en efecto el accidente sufrido por el señor LARGO UCHIMA es de carácter común como así se estableció por parte de la ARL POSITIVA, pues de lo contrario -de ser laboral- esa responsabilidad retornará a dicha ARL, quien deberá cancelar al afiliado la diferencia económica respectiva.

Para la Sala entonces, conforme a la providencia aludida, recae en COLPENSIONES lo relativo al pago de las incapacidades temporales generadas, pues ya existe un primer dictamen donde se señala que la patología del actor es de índole común y por lo tanto será la encargada de sufragar aquella que le fue generada al mismo por el período comprendido entre enero 17 de 2017 y febrero 17 de 2017, salvo que ésta haya sido cancelada por la ARL POSITIVA, así como aquellas que le sigan siendo concedidas con ocasión de su enfermedad, decisión ésta que se adopta de forma provisional como lo refiere la jurisprudencia, ya que de determinarse que el origen de la dolencia del señor LARGO UCHIMA es laboral, podrá COLPENSIONES efectuar el recobro ante la ARL POSITIVA de las sumas que por concepto de incapacidades haya sufragado y las cuales no le correspondían. 
Ahora bien, en torno a la prestación de los servicios de salud que necesita el actor y con fundamento en ese inicial dictamen, estima la Corporación que ésta corresponde a la EPS CAFESALUD, a la cual se encuentra afiliado el señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA; y, por consiguiente ésta deberá brindar la atención médica requerida en relación con la patología de “esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado –anterior y posterior- de la rodilla”. Pero en igual sentido, tal orden se dará de manera provisional, en cuanto de corroborarse por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez que la dolencia del accionante es de índole laboral, podrá CAFESALUD EPS realizar el recobro ante la ARL POSITIVA, frente a los costos en que haya incurrido al respecto, y será ésta en consecuencia quien en adelante asuma tales servicios.

Así las cosas, y como quiera que para la Sala, contrario a lo estimado por la a quo, no era la ARL POSITIVA la encargada del pago de las incapacidades del actor, ni de la prestación de los servicios médicos que necesita, no podía haberse desvinculado de la actuación a la EPS CAFESALUD ni al fondo de pensiones COLPENSIONES, en ellos concurre la obligación de velar por que a su afiliado se le brinden las asistencias económicas y de salud con ocasión de su enfermedad, aunque provisionalmente, como ya se dijo, hasta que la Junta Regional defina de fondo dicho recurso.
Por lo anterior, no obstante que la Corporación está de acuerdo con la providencia adoptada por la funcionaria de primer nivel, al haberse amparado los derechos fundamentales del actor, por lo cual se habrá de confirmar parcialmente el fallo, no ocurre lo mismo en relación con las órdenes que efectuó por cuanto éstas debieron haberse surtido frente a la EPS CAFESALUD y COLPENSIONES y no contra la ARL POSITIVA; en ese sentido se revocaran los numerales que así lo dispusieron, para ordenar lo pertinente, manteniéndose incólume lo relativo al requerimiento que se le hizo a la ARL para que, en caso de no haberlo hecho, envíe dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de este fallo la documentación que echó de menos la Junta Regional de Calificación de Invalidez -que no Nacional, como de manera errada se indicó en el fallo de primer nivel- tal cual lo informó desde febrero 20 de 2017, y en el evento de que el trámite se hubiere archivado, al entenderse desistido por la falta de actividad de la ARL, la misma deberá remitir nuevamente el expediente en el mismo lapso y con la totalidad de sus soportes para que la junta defina el asunto en el menor tiempo posible, conforme así se anotó también en el fallo confutado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en cuanto se tutelaron los derechos fundamentales a la salud, vida en condiciones dignas, seguridad social y mínimo vital del señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA.
SEGUNDO: SE REVOCAN los numerales segundo, tercero y séptimo del fallo confutado, por los motivos señalados en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: SE ORDENA a la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, reconozca y pague al señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA, la incapacidad laboral que le fuera otorgada al mismo por el período comprendido entre enero 17 y febrero 17 de 2017, salvo que ésta ya haya sido sufragada por ARL POSITIVA, y en adelante le cancele las que a futuro le sean conferidas con ocasión de su dolencia.

CUARTO: SE ORDENA a la ESP CAFESALUD la prestación de los servicios médicos asistenciales al señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA, frente a la patología denominada “esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado -anterior y posterior- de la rodilla”; y, por ende, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo deberá autorizar y programar para su realización dentro de los diez (10) días siguientes los procedimientos que le fueron prescritos por el especialista tratante, esto es: “artroscopia con remodelación meniscal medial lateral + condroplastia + sinovectomía” e igualmente los exámenes “hemograma completo, glicemia y TPT”.

QUINTO: La orden dada a COLPENSIONES para el pago de las incapacidades concedidas al señor LUIS FELIPE LARGO UCHIMA, así como a la EPS CAFESALUD para la atención en salud, se hace de manera PROVISIONAL, y en consecuencia, si por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda o por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez -en caso de ser apelada la determinación de la primera- se establece que el origen de la patología que padece el actor es de índole laboral, cesará su compromiso y recaerá en la ARL POSITIVA la prestación de las asistencias económicas y en salud ordenadas, a la vez que tanto COLPENSIONES, como la EPS CAFESALUD, podrán repetir contra la ARL por el pago de los gastos en que hayan incurrido, con ocasión de lo dispuesto en esta providencia y que no estuvieren en la obligación de asumir.

SEXTO: Reiterar la orden dada en el fallo de tutela a la ARL POSITIVA, en el sentido de que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, en caso de no haberlo hecho, envíe ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez el “informe de investigación sobre accidente” que no fue aportado en su momento y el cual se requirió desde febrero 20 de 2017 para desatar la apelación interpuesta por el señor LUIS FELIPE LARCO UCHIMA contra el dictamen emitido por dicha ARL. En el evento de que por parte de la Junta se hubiere archivado el trámite por la falta de actividad de la ARL, está entidad, en el mismo término, deberá nuevamente enviar el expediente respectivo con todos sus soportes para que la Junta proceda a definir el asunto puesto en su conocimiento.
SÉPTIMO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sobre el carácter irremediable del perjuicio, la Corporación ha sostenido que “es indispensable acreditar los presupuestos de necesidad, urgencia, gravedad e inminencia. Al respecto, la Corte ha señalado que en primer lugar hay que examinar si las acciones u omisiones son manifiestamente ilegítimos y contrarios a derecho, pues de otra manera no se violan ni amenazan los intereses del presunto afectado. En segundo lugar, el daño debe ser grave, sólo la irreparabilidad que recae sobre un bien de gran significación objetiva para la persona puede ser considerado como grave. Además, el perjuicio tiene que ser inminente, es decir, que se haría inevitable la lesión de continuar una determinada circunstancia de hecho. Y ante esa inminencia, las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio deben ser urgentes, impostergables.” (sentencia T-929 de 2002, M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� Corte Constitucional, Sentencia T-217 de 2014, M.P. María Victoria Calle Correa


� En la Sentencia T-920 de 2009, se indicó: “Así las cosas, esta Corporación ha procedido a ordenar el reconocimiento y pago de incapacidades laborales por vía de tutela, cuando se comprueba la afectación del derecho al mínimo vital del trabajador, en la medida en que dicha prestación constituya la única fuente de ingresos para satisfacer sus necesidades personales y familiares, ello sobre la base de que los mecanismos ordinarios instituidos para el efecto, no son lo suficientemente idóneos en procura de garantizar una protección oportuna y eficaz, en razón al tiempo que llevaría definir un conflicto de esta naturaleza”�. 


� Ver folio 11.


� Ver folio 17.


� Ver folios 79 y 80.


� “La calificación del origen del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional será calificado, en primera instancia por la institución prestadora de servicios de salud que atiende al afiliado. El médico o la comisión laboral de la entidad administradora de riesgos profesionales determinaran el origen, en segunda instancia. Cuando surjan discrepancias en el origen, estas serán resueltas por una junta integrada por representantes de las entidades administradoras, de salud y de riesgos profesionales. De persistir el desacuerdo, se seguirá el procedimiento previsto para las juntas de calificación de invalidez definido en los artículos 41 y siguientes de la ley 100 de 1993 y sus reglamentos”.


� Esto es: (i) la Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES; (ii) las Administradoras de Riesgos Profesionales; (iii) las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y (iv) a las Entidades Promotoras de Salud.


� Corte Constitucional, Sentencia T-140 de 2016.


� Sentencia T-786 de 2009. 


� Sentencia T-404 de 2010. 


� Véase Sentencia T-144 de 2016 
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